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INTRODUCCIÓN 
Art. VI.3: «La Santa Sede reafirma el valor permanente 
de su doctrina sobre el matrimonio y recuerda a quienes 
celebren matrimonio canónico la obligación grave que asu-
. men de atenerse a las normas canónicas que lo regulan y, 
en especial, a respetar sus propiedades esenciales». 
«La Santa Sede, como cabeza de la Iglesia Católica, ha estipulado 
en multitud de ocasiones solemnes convenciones con las supremas 
autoridades civiles, en las que se han establecido soluciones jurídicas 
acerca de materias de interés común para ambas potestades. La histo-
ria registra numerosos ejemplos de acuerdos concordatarios que, des-
de que en el siglo XVI se consolida la fórmula jurídico-política de los 
Estados modernos, se conciben como instrumento de relaciones entre 
éstos y la Santa Sede» 1. En la historia contemporánea de España, tres 
.1. .LOMBARDfA, .P., Fuentes del Derecho Eclesiástico español, en «Derecho 
Eclesiástico del Estado Español», Pamplona 1983, p. 142. 
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han sido los Concordatos firmados con la Iglesia: 1851, 1953 Y 1976-
1979 2• Sobre la naturaleza jurídica de los Acuerdos últimos y su equi-
paración -en conjunto- a un Concordato, la doctrina es pacífica 3: 
nos hallamos ante un Tratado internacional entre el Estado español 
y la Santa Sede, en el que, entre otras muchas cuestiones, el matri-
monio es objeto de regulación en el artículo sexto del denominado 
Acuerdo Jurídico, de 3 de enero de 1979. En cuanto forman parte de 
un tratado internacional, todas y cada una de sus estipulaciones, cláu-
sulas, protocolos, preámbulos, etc., se rigen por las normas, los usos 
y las prácticas que el Derecho internacional prescribe para los tratados, 
es decir por un Derecho supraestatal, y, como consecuencia, «sus dispo-
siciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la 
forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas 
generales del Derecho internacional» (art. 96.1 CE). 
Por lo que se refiere al arto VI Al, no hay duda sobre el carácter 
estipulado de los párrafos 1.° y 2.° (además del Protocolo final con 
relación al arto Vl.l). Sin embargo, es unánime la doctrina al calificar 
de unilateral la cláusula que se contiene .en el párrafo tercero; nos 
encontramos ante una declaración de una de las Altas Partes contra-
tantes -la Santa Sede- que no es resultado de una estipulación, que 
no es -en otras palabras- una cláusula materialmente convencional. 
Sin embargo, en virtud del consentimiento tácito del Estado espa-
ñol y, en su caso, de las legítimas pretensiones de la Santa Sede, la 
cláusula figura entre el conjunto de las estipulaciones -normativas y 
contractuales- de un tratado internacional. Sin duda, corresponde, 
pues, a las normas internacionales sobre interpretación de los tratados, 
asignar a la mencionada cláusula el valor que le corresponde en 
Derecho. 
No pocos autores -civilistas y canonistas- han destacado la no-
vedad, peculiariedad y supuesta ambigüedad de esta disposición. Junto 
con sus homólogas portuguesa e italiana, constituye un raro ejemplo 
en el Derecho Concordatario. No es lo novedoso el contenido de la 
clásula, sino su ubicación entre las estipulaciones matrimoniales de un 
Concordato. La Iglesia Católica dispone de oíros medios para anunciar 
2. Para una exposición sucinta -con referencias bibliográficas abundan-
tes- sobre los dos primeros, vid. LoMBARDÍA, P., Precedentes del Derecho Ecle-
siástico español, en «Derecho Eclesiástico del Estado Españob, Pamplona 
1983, pp. 114-129. 
3. Cfr. FORNES, J., El nuevo sistema concordatario español, Pamplona 1980, 
p. 17. Vid. elenco de opiniones doctrinales al respecto en notas 612 y 614 de 
nuestro trabajo Las cláusulas concordatarias sobre las propiedades esenciales 
del matrimonio, tesis doctoral, Pamplona 1986. 
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su doctrina y, ciertamente, podría dudarse del alcance de su magiste-
rio contenido entre las disposiciones de un tratado internacional. La 
admiración que suscita al estudioso la lectura del VI.3 Al es razona-
ble. Sin embargo, por encima del inicial asombro que pueda provocar, 
la cláusula está ahí y corresponde al jurista desentrañar sus virtuali-
dades, interpretarla, valorar su significado. Entre las opiniones doctri-
nales que se han vertido al respecto, no pocas intentan desentrañar la 
intención que condujo a la Santa Sede al incluir la mencionada cláu-
sula en el Acuerdo Jurídico pactado con el Estado español en 1979. 
Sin duda, tal empresa resulta valiosa como un medio de interpreta-
ción complementario, pero no ha de perderse de vista que la declara-
ciónde la Santa Sede figura en un Concordato, es decir en un conjunto 
normativo de carácter internacional, y este hecho obliga a determinar 
su significado acudiendo no tanto a la mens legislatoris como a la mens 
legis; es ésta la que ante todo interesa al intérprete y, por tanto, las 
valoraciones que la doctrina o los portavoces de los distintos grupos 
parlamentarios hagan de ella a la hora de la aplicación de las normas 
concordadas -máxime cuando aún no se conocen el curso y el conte-
nido de las negociaciones del Acuerdo Jurídico-, sólo deben consi-
derarse como lo que son 4. 
Sí son importantes los antecedentes históricos y legislativos -ele-
mento hermenéutico previsto en el artículo 3.1 Cc.-; en este sentido, 
la legislación tradicional española en materia de matrimonio y los Con-
cordatos anteriores deben tenerse en cuenta; igualmente, han de con-
siderarse los derroteros que el matrimonio acordado ha tenido en 
sede concordataria comparada. El contexto de la cláusula tercera -en 
especial los párrafos 1.° y 2.° del arto VI y el arto VII Al- también ha-
brán de jugar un importante papel en el trabajo de interpretación del 
precepto. 
Dar por concluido el comentario sobre el párrafo que nos ocupa 
alegando su carácter unilateral, supone en buena medida desembara-
zarse del problema. Porque si, como veremos, determinados actos uni-
laterales de los sujetos del Derecho internacional tienen repercusiones 
jurídicas, la presencia de la declaración de la Santa Sede en un Tra-
4. Cfr. REINA, V., El sistema matrimonial español, en «Los acuerdos con-
cordatarios españoles y la revisión del Concordato italiano», Barcelona 1980, 
p. 314: «pretender utilizar como elementos de interpretación jurídica las 
distintas declaraciones políticas de los portavoces parlamentarios en torno a 
tal o cual precepto, es dejar la función hermenéutica a merced de la inten-
cionalidad política. Y digo esto no porque crea que tales datos parlamen-
tarios no pueden servir como indicios del alcance posible del precepto, sino 
porque difícilmente podrán ser conclusivos, y porque, en todo caso, han de 
quedar subsumidos en la objetivación semántica del precepto en cuestión». 
800 JUAN IGNACIO NIÑO DEL PORTILLO 
tadobilateral no tendría sentido si no se destacan sus virtualidades 
jurídicas, compatibles con su obvio contenido doctrinal. 
Se trata de estudiar, precisamente, en este trabajo la presencia del 
artículo VI.3 en el Acuerdo Jurídico desde la perspectiva del Derecho 
internacional público, intentando desentrañar, desde una interpreta-
ción acorde, su naturaleza y virtualidades jurídicas. 
1. Interpretación de los Tratados internacionales 
La labor de interpretación es definitiva en orden a la normal apli-
cación y a la vigencia misma de los tratados internacionales. Como la 
ha definido Rousseau, se trata de una oevre d' art juridique, que ni se 
reconduce a una operación mecánica, ni obedece a fórmulas rígidas 5. 
Una vez el tratado ha entrado en vigor, la tarea de su interpretación 
constituye una operación intelectiva con importantes consecuencias de 
orden práctico; no sólo su correcta aplicación, sino también su propia 
vida jurídica dependen de una cabal interpretación 6. Aun cuando la 
finalidad precisa de la interpretación sea la de aplicar una norma con-
vencional a un hecho concreto o a una específica situación de la vida 
internacional, todas las cláusulas del tratado, en cuanto forman parte 
de su contenido y, expresa o tácitamente, han sido aceptadas por las 
Partes, pueden y deben en su caso ser objeto de interpretación 7. 
5. Droit international public, J, Paris 1971, p. 291. 
6. MAREscA, A., Il Diritto dei Tratatti, Milano 1971, p. 331, dice exacta-
mente: «costituisce operazione intellettiva di alto momento pratico: soltanto 
in virtu di essa, il trattato stesso potra essere correttamente applicato, ed 
efficacemente assolvere la funzione sociale cui e destinato; a causa di even-
tuali divergenze sull'interpretazione medesima, il trattato protebbe conoscere, 
per contro, difficolta di funzionamento ed anche crisi di vita giuridica». 
7. El Tratado constituye un todo mientras no se hayan protestado -en 
su debido momento y forma- una o varias disposiciones del mismo (ref. 
arto 44 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados). Por otro 
lado, no se permite alegar disposiciones del Derecho interno para incumplir 
lo dispuesto en el Tratado: «Una Parte no podrá invocar las disposiciones 
de su Derecho interno como justificación del incumplimiento .de un Tratado. 
Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el arto 46» (art. 27 
Convención de Viena); el Artículo 46.1 dice: «El hecho de que el consen-
timiento de un Estado en obligarse por un Tratado haya sido manifestado 
en violación de una disposición de su derecho interno concerniente a la com-
petencia para celebrar tratados no podrá ser alegado por dicho Estado 
como vicio de su consentimiento, a menos que esa violación sea manifiesta 
y afecte a una norma de importancia fundamental de su derecho interno»; 
obviamente, tal cosa no ocurrió con los Acuerdos de que tratamos. 
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Entre las posibles vías de interpretación del tratado, la doctrina 
distingue las que tienen lugar en sede internacional, de aquellas otras 
que se resuelven por el Derecho interno de una de las Partes contra-
tantes. Se excluye la interpretación doctrinal o científica, que no tiene 
«aucune valeur positive et ne saurait etre juridiquement opposable aux 
Etats parties auxdits traités» 8. Respecto de la interpretación interna-
cional, es posible, a su vez, considerar tres caminos diferentes: la inter-
pretación que las propias Partes hacen de común acuerdo (conocida 
mejor como interpretación auténtica), la que resulta de la vía juris-
diccional internacional (arbitraje y tribunales internacionales) y la so-
metida a un Organismo internacional. La interpretación interna puede 
ser, a su vez, judicial o ejecutiva-administrativa, de acuerdo con lo 
que las normas internas competentes establezcan al respecto. Un prin-
cipio de carácter general en el Derecho internacional, es el de la rela-
tividad de cualquier interpretación de carácter interno, ya que no 
resulta en ningún caso oponible al otro Estado o a las otras Partes 
contratantes si expresamente no hubo acuerdo al respecto 9. Por cuanto 
de la interpretación auténtica se trata, puede ser, a su vez, expresa 
(convencional o diplomática), y tácita (la resultante de una práctica 
concordante en la aplicación del tratado mismo), y realizarse a través 
de cláusulas interpretativas -legal definitions-, anexos o acuerdos 
interpretativos. Se considera excepcional el caso de que las Partes con-
tratantes reserven la tarea de interpretación a un órgano especial 10. 
Forman parte también de la interpretación auténtica las declaraciones 
unilaterales aceptadas de alguna forma --explícita, en todo caso- por 
la otra Parte en el tratado 11. 
Una de las estipulaciones de carácter contractual del Acuerdo 
sobre Asuntos Jurídicos --el artículo VII- se refiere expresamente a 
la interpretación de sus normas, al disponer que «la Santa Sede y 
8. ROUSSEAU, Ch., O.c., p. 240. 
9. No es oponible a los Estados pactan tes del Tratado, aunque sí pueda 
producir efectos vinculatorios en el propio orden interno, cfr. MIAJA DE LA 
MUELA, A., Introducción al Derecho Internacional Público, Madrid 1974, pp. 
142 ss.; ROUSSEAU, Ch., Derecho internacional público, Barcelona 1966, pp. 55-
56; id., Droit ... , O.C., p. 250: «Quelle que soit la valeur de cette interpretation 
interne, elle est évidemment inopposable a l'Etat ou aux Etats cocontractants, 
du fait qu'elle n'émane pas d'un organe ayant qualité pour édicter une 
regle de cette nature suppoxent l'accord des Etats intéressés». Es unánime 
la opinión de que este tipo de interpretación no obliga a la otra Parte con-
tratante, en virtud de la igual soberanía de ambas. 
10. «On signalera pour mémoire le cas exceptionnel ou un traité réserve 
a un organe spécial, par exemple a une Commission mixte, l'examen des ques-
tions relatives a son interpretation», ROUSSEAU, Ch., Droit ... , O.C., pp. 245-246. 
11. Cfr. ibid., p. 245. 
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el Gobierno español procederán de común acuerdo en la resolución 
de las dudas o dificultades que pudieran surgir en la interpretación 
o aplicación de cualquier cláusula del presente Acuerdo, inspirándose 
para ello en los principios que lo informan». Expresamente, pues, se 
establece la interpretación auténtica como la aplicable y, entre sus 
formas posibles, se elige la interpretación derivada del ulterior común 
acuerdo de las Partes; no se establecen en el propio tratado, o anexos 
a él, acuerdos o cláusulas convenidas directamente interpretativas. 
Como ya sabemos, el artículo VII ha cristalizado en la creación de 
una Comisión Mixta de interpretación, con lo que, a estos efectos, 
debe considerarse como excepcional en la práctica internacional el 
método dispuesto por nuestro último Concordato 12. 
Se habla expresamente en el art. VII de «interpretación o aplica-
ción de cualquier cláusula». En ningún caso -aun teniendo presente 
su carácter unilateral- debe considerarse excluida la que se contiene 
en el párrafo tercero del arto VI: de la letra de la norma no es posible 
deducir otra cosa, porque en este caso sí que es diáfana; cuál fuese 
la voluntad de las Partes -la mens legislatoris- poco importa a estos 
efectos 13. Se habla también en el arto VII de lo que podríamos deno-
minar un medio explícito de interpretación, expresamente querido por 
las Partes contratantes: los principios inspiradores o los principios que 
informan el propio Acuerdo Jurídico. 
No consta en el propio Acuerdo «d'une maniere explicite» 14, la 
aceptación del Estado español de la declaración de la Santa Sede 
como una cláusula unilateral de carácter interpretativo, aunque no es 
posible desconocer la voluntad implícita de aquél respecto de la pre-
sencia de la mencionada cláusula en el texto estipulado, como se 
deduce obviamente del hecho de haberlo ratificado sin haber manifes-
tado nada en contra -por medio de una reserva, p. ej.- de cualquier 
posible virtualidad del arto V1.3. Lo que de ninguna forma parece 
posible es la calificación de la mencionada cláusula como una legal 
definitions o cláusula interpretativa estipulada de mutuo acuerdo, por 
cuanto esta última nota -elemento esencial de este medio de inter-
pretación- falta en aquélla. 
12. Sólo la interpretación auténtica, sea cua.: fuere el expediente técnico 
elegido para realizarla, «a une valeur juridique incontestable», DEGAN, V. D., 
L'Interprétation des accords en Droit International, La Raye 1963, p. 18. Y 
esto, en virtud del principio general del Derecho Internacional" de que eius 
est interpretari, cuius est conde re. 
13. Vid. nota 4 y texto al que se remite. Al «sentido propio de las pa-
labras» se refiere el arto 3.1 Cc. 
14. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., p. 245. 
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De lo que no cabe duda es de que el arto VI.3, como cualquiera 
de las restantes cláusulas del Acuerdo Jurídico, por explícita volun-
tad de las Partes contratantes, debe ser objeto de interpretación autén-
tica -de mutuo acuerdo-o Queda apuntada, además, la posible vir-
tualidad interpretativa que la misma cláusula tiene, compatible con 
su carácter unilateral, de acuerdo con la implícita voluntad de la otra 
Parte contratante -el Estado español- de aceptarla incluida entre 
las normas estipuladas sobre el matrimonio 15. 
Por lo que se refiere a los «principios que informan» el Acuerdo 
Jurídico, como criterio de interpretación de todas sus cláusulas 16, 
habrá de estarse en primer lugar a «los principios que han dado origen 
a la regulación que el Estado español ha hecho del fenómeno religioso 
en la Constitución de 1978; la Constitución ha hablado de unas 'rela-
ciones de cooperación'»; y, como los demás, el Acuerdo Jurídico tam-
bién «ha de inspirarse en el preámbulo del A. básico» y, «en conse-
cuencia, ha de buscarse 'la mutua independencia de ambas partes en 
su propio campo', 'una sana colaboración entre ellos', la afirmación 
de la libertad religiosa ( ... ) y la adecuación de todos los acuerdos al 
·profundo proceso de transformación que la sociedad española ha 
experimentado en los últimos años', así como las nuevas relaciones que 
han de establecerse 'entre la comunidad política y las confesiones re-
ligiosas'» 17. Estos criterios, que por voluntad expresa de las Partes 
habrán de estar presentes a la hora de la interpretación y aplicación 
de todas las normas del Acuerdo Jurídico, de conformidad con el ar-
tÍCulo 31 del Convenio de Viena sobre el Derecho de los Tratados (sus-
crito tanto por España como por la Santa Sede) 18, se incluyen en 
15. Entre los antecedentes de este tipo de cláusulas unilaterales con ca-
rácter interpretativo, cita ROUSSEAU, Ch., Droit ... , O.C., p. 245, «les pécédents 
cités chez KIss (Repertoire franfais, I, nn. 822 a 825, pp. 408-410); rapprocher 
l'interprétation donnée par les autorités américaines et acceptée par le go-
vernement fran~ais de l'échange de notes sur l'exercice de la compétence 
pénale publié au J.O. du 16 février 1918, V. Cass. crim., 13.VIII.1920, D. 
1921.1.58». 
16. De acuerdo con J. FORNES, El nuevo sistema ... , O.C., p. 23, se trata de 
«una referencia expresa -aunque genérica- a los principios básicos o inspi-
radores de todos los Acuerdos». 
17. DE ECHEVERRIA, L., Principios inspiradores, en «Los Acuerdos entre 
la Iglesia y España». Madrid 1980, pp. 156-157. J. FORNÉS, El nuevo sistema ... , 
O.C., p. 27, añade, además, con acierto, el principio de igualdad y de no discri-
minación por razones religiosas y el principio de no confesionalidad. 
18. El Convenio es de 23 de mayo de 1969; fue suscrito por la Santa 
Sede -antes que por España- el 30.IV.70, junto con USA, Italia, Suecia, Dina-
marca, Inglaterra, Alemania Federal y Luxemburgo, que también lo suscri-
bieron ese día. 
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lo que dispone el párrafo segundo -«Para los efectos de la interpre-
tación de un tratado, el contexto comprenderá, además del texto, in-
cluidos su preámbulo y anexos ... »-, aunque trasciendan ese ámbito. 
por cuanto entre los principios inspiradores haya de estarse también 
a las normas constitucionales relativas al fenómeno religioso en ge-
neral 19 y al sistema matrimonial en particular, si de lo que se trata 
es de interpretar las normas concordatarias matrimoniales. En todo 
caso, la mención explícita de un determinado medio de interpreta-
ción por las mismas Partes contratantes -como es el caso del arto VII 
AJ- prima sobre la interpretación diplomática o jurisdiccional, por 
cuanto sólo la que las Partes realicen es interpretación auténtica 20. 
No puede dejar de extrañar que, con todo, el Estado español, a 
la hora de concretar el sistema matrimonial por medio de la ley de 
reforma del Código civil de julio de 1981, hiciese caso omiso de lo 
que él mismo hab~a estipulado, procediendo unilateralmente en la in-
terpretación y aplicación del artículo VI AJ. De acuerdo con la doc-
trina unánime en el Derecho internacional público, este tipo de inter-
pretación -unilateral interna, judicial, legislativa o ejecutiva- carece 
de valor alguno en sede internacional y, en consecuencia, cualquiera 
de los otros Estados contratantes puede rechazarla y, desde luego, 
en ningún caso, sin su consentimiento, le vincula 21. Cualquier inter-
pretación unilateral no aceptada de alguna forma por la otra Parte, 
sólo tendría eficacia jurídica de ser realizada «au cours de la ratifi-
cación d'un accord international» -cosa que no sucedió con nuestro 
Acuerdo Jurídico-, en cuyo caso «peut avoir le caractere de la réser-
ve ( ... ). Par contre, une interprétation faite par ces organes (se refie-
re el autor a los legislativos) au cours de l'application de l'accord en 
question, c'est-a-dire apres son entree en vigueur, a le caractere de 
l'interpretation faite par les organes exécutifs», a la que el mismo autor 
se refería supra 22. 
La propia Convención de Viena, en el mismo artículo 31.3 c), dis-
pone que «Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: 
( ... ) toda norma pertinente de derecho internacional aplicable en las 
19. Cfr. DE ECHEVERRIA, L., Principios inspiradores, o.c., p. 156. Cfr. tam-
bién J. FORNES, El nuevo sistema ... , o.c., pp. 22-40, en especial pp. 29-40. 
20. Cfr. MARESCA, A., o.c., pp. 356-357. 
21. DEGAN, V. D., o.c., p. 16, refiriéndose a la realizada unilateralmente por 
los órganos ejecutivos internos de una de las Partes contratantes, dice: «Une 
telle interprétation n'a pas de valeur internationale. Elle peur etre uniquement 
utile comme témoignage de l'attitude d'un contractant, mais cette interpré-
tation ne peut lier les autres contractants ( ... ) Tout autre Etat contractant 
a pleine liberté de contester et de refuser l'interprétation unilatérale». 
2? ,[bid., p. 17. Vid. texto de la nota anterior. 
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relaciones entre las partes». Se preceptúa, pues, que, por cuanto a la 
interpretación del tratado se refiere, habrá de estarse a las reglas ge-
nerales de interpretación del Derecho internacional, puesto que todo 
tratado se inscribe en un orden jurídico superior -más amplio- que 
el de los mismos Estados. Entre las reglas convencionales de interpre-
tación propias del Derecho internacional, figuran como más impor-
tantes y más habitualmente aplicadas por la jurisprudencia interna-
cional las siguientes: 
- La primera norma general sobre la interpretación es que no 
debe interpretarse aquello que, por su claridad, no necesita ser inter-
pretado 23, caso no aplicable al artículo VI Al en ninguno de sus tres 
párrafos, tal y como con suficiencia ha señalado la doctrina. 
- Principio de la buena fe, que exige la interpretación conforme 
a la verdadera voluntad de las Partes 24. 
- Principio del «efecto útil» (ut res magis valeat quem pereat), 
según el cual la interpretación de una cláusula de un tratado debe 
hacerse en sentido efectivo, es decir de darle valor normativo antes 
de que pueda quedar sin efecto. Se debe presumir siempre qu los auto-
res del tratado quisieron servirse de las palabras para darles un con-
creto significado e intentaron que tuviesen efectos operativos 25. En 
caso de duda sobre el significado o eficacia de una determinada cláu-
sula, debe entenderse en el sentido que asegure la posibilidad de su 
aplicación, sin que por ello se permita contradecir la letra y el espí-
ritu del tratado u. 
- La ratio legis del tratado, que exige tener en cuenta sus distin-
tos elementos constitutivos: motivo, objeto, finalidad próxima, etc. 27. 
También, respecto de cualquiera de los procedimientos técnicos 
23. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., p. 269. El principio responde a la regla 
in c1aris non lit interpretatio. 
24. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., p. 269. Cfr. artículos 26 y 31 de la Con-
vención de Viena sobre el Derecho de los Tratados: Art. 26: «Todo tratado 
en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe»; arto 31: 
«Un tratado deberá interpretarse de buena fe .. . ». 
25. Me DOUGAL, M. S., The interpretation 01 agreements and world order, 
New Haven 1967, pp. 156-186, denomina a este principio «de la proyección 
de las auténticas expectativas». ROUSSEAU, Ch., Droit ... , O.C., p. 271, señala 
una aplicación arbitral de este principio en la que se dice que las cláusulas 
«doivent etre interprétées plutót dans le sens avec lequel elles pouvent avoir 
effet que dans le sens avec lequel elles n'en pourraient produire aucun». 
Cfr. también MIAJA DE LA MUELA, A., O.C., pp. 142 ss. 
26. Cfr. DEGAN, V. D., o.C., Pp. 102-106; en las pp. 103 a 106 se recogen 
muchos y variados ejemplos de la práctica arbitral y jurisprudencia!. 
27. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., p. 272. 
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de interpretación en la práctica internacional, se cuentan los siguien-
tes principios: 
- La interpretación restrictiva de las cláusulas excepcionales; 
entre éstas -siguiendo a Rousseau- deben incluirse: las que cons-
tituyen una derogación de un principio general, las que suponen li-
mitación a la soberanía de un Estado, las que restringen derechos de 
los Estados contratantes, las de renuncia de responsabilidad interna-
cionales, y las declaraciones unilaterales 28. En todos estos casos, la 
interpretación restrictiva sólo procede en caso de litigio: «En l'autres 
termes l'interprétation restrictive n'est qu'un moyen subsidiaire exclu-
sivement utilisable pour l'éclaircissement de dispositions obscures ou 
équivoques» 29. 
- La voluntad de las Partes debe procurar determinarse antes 
que nada por la letra del texto, según el sentido habitual y general de 
las palabras y mediante el recurso al contexto 30. 
, - Las disposiciones de un tratado, en caso de duda, deben inter-
pretarse en contra de aquella Parte que las redactó y debió expresarse 
más claramente (regla contra proferentem), aunque, si la norma es 
ambigua, es preferible el sentido que comporte menos restricciones 
(in dubio mitius), y siempre debe optarse por aquella interpretación 
que atribuye el más justo significado de la norma para ambas Partes 
contra la que ocasione un desequilibrio. 
- Conventio omnis intelligitur rebus sic stantibus: la práctica y 
la doctrina internacionales son unánimes en el reconocimiento de esta 
máxima aplicable a todos los tratados. Un cambio fundamental de las 
circunstancias puede constituir una causa de disolución o de modi-
28. ¡bid., pp. 273-274. Respecto de las últimas, cita el autor el arret de 
la Corte Internacional de Justicia de 22.VII.1952 en el «affaire de l'Anglo 
Iranian Oil Co», cfr. «Recueil des Cours», 1952, p. 105. 
29. ¡bid., p. 291. 
30. Artículo 31.1 de la Convención de Viena: «Un tratado deberá interpre-
tarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los 
términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto 
y fin». Una máxima general del Derecho internacional reza: Tantum disponunt 
quantum loquuntur, es decir, que el contenido de un tratado es exactamente 
aquél que resulta de su · texto; otra semejante: uti lingua nuncupasit, ita 
ius esto. Se debe estar al texto más que a la supuesta voluntad de las Partes; 
la Corte Internacional de Justicia se ha pronunciado en muchísimas ocasiones 
en este sentido: no compete al intérprete leer lo que no está expresado en 
la letra del tratado, porque es el texto lo que, una vez ratificado, debe consi-
derarse como la expresión auténtica de la voluntad de las Partes. Cfr. biblio-
grafía y práctica jurisprudencial en MARESCA, A., o.c., p. 347. 
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ficación de cualquier acuerdo internacional. Generalmente, el cambio 
es esencial sólo para una Parte o, al menos, la otra habitualmente no 
10 considera fundamental; el conflicto por ello adquiere forma de li-
tigio. El cambio, por otro lado, debe ser imprevisible en el momento 
de estipular el acuerdo; de haber podido prevenirse podría alegarse la 
ausencia de una cláusula ad hoc; en el caso de haberse incluido ésta, 
ambas Partes tendrían que conformarse con aquella variación funda-
mental de las circunstancias; no obstante, la existencia de una cláu-
sula tal no excluiría la de rebus sic stantibus, porque aquélla no tiene 
por qué cubrir todos los acontecimientos previsibles. El efecto de la 
cláusula a la que nos referimos será la resolución, anulación o modi-
ficación del Tratado 31. 
De todos estos principios y normas internacionales podemos con-
cluir que, en el Derecho de los Tratados, por encima de cualquier otra 
regla de interpretación, rige el ya mencionado principio de la bona 
lides; los mismos tratados no son otra cosa que negotia bonae fidei, 
de ahí que pueda afirmarse que, sin la observancia de esta norma de 
ética internacional, «Todos los resortes de la dialéctica jurídica y todas 
las sutilezas de la hermenéutica de nada servirían, si el Estado pre-
tendiera imponer una determinada interpretación de las normas de 
un tratado que sabe no conforme a la voluntad de las Partes contra-
tantes. Si un Estado hiciese tal cosa, se colocaría irreparablemente fue-
ra de las reglas de la cortesía diplomática y de la misma honradez 
jurídica» 32. Por algo, en la misma Convención de Viena de 1969, la 
norma que preside la «regla general de interpretación» del art. 31 es, 
una vez más, la buena fe. Este principio ético-jurídico -que se recon-
duce a aquel otro sobre el que se fundamenta el mismo Derecho de 
los tratados: pacta sunt servanda- por su propia naturaleza exige 
que cualquier otra regla de interpretación y «tutta la sapienza e tutte 
le finezze della scienza giuridica» 33 se subordinen a él; de lo contrario, 
se pone en crisis no sólo la eficacia de cualquier tratado sino la exis-
tencia misma del Derecho internacional. 
2. Los actos unilaterales en el Derecho internacional 
«Los teóricos del Derecho internacional que, desde la época de los 
fundadores, han sido tributarios de construcciones recibidas del De-
31. Cfr. VERPLAETSE, J. G., Apuntes sobre la doctrina «Re bus sic stantibus» 
en el Derecho internacional a la luz de algunos casos actuales, en REDI, IV, 
1951, pp. 117-132. 
32. MARESCA, A., O.C., p. 344. 
33. Cfr. ibid., p. 350. 
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recho privado interno, elaboraron una teoría del tratado internacional 
constitutiva de una clara trasposición de la doctrina del contrato en 
Derecho romano, o, acaso más exactamente en el Derecho Común re-
sultante de la recepción de aquél en los países de la Europa central 
y occidental» 34. Es la dogmática jurídica italiana la que elabora en 
el s. XIX el concepto genérico de Rechtsgeschaft, que comprende 
toda clase de declaraciones de voluntad dirigidas a la produc-
ción de efectos jurídicos: unilaterales, bilaterales y multilaterales. 
Como consecuencia, el positivismo se encontró entre dos influencias 
opuestas: un Derecho internacional con un fundamento claramen-
te contractual, y otro que postulaba la recepción de los avances jurí-
dicos de otras ramas del Derecho -como la construcción del negocio 
jurídico-, de la que derivaba necesariamente la recepción de los actos 
jurídicos unilaterales. A partir de ahí, los internacionalistas no sólo 
incorporaron aquellas nuevas doctrinas, sino que descubrieron que 
instituciones tradicionales del Derecho internacional -como el reco-
nocimiento- no podían calificarse sino como actos unilaterales 35. Hoy, 
aun cuando no pueda negarse el carácter esencialmente convencional 
del Derecho internacional, es doctrina común admitir que el acto de 
voluntad unilateral de un sujeto de este Derecho no sólo es relevante, 
sino puede ser generador de efectos jurídicos internacionales 36. 
Un acto unilateral es un acto jurídico, nacido de una manifesta-
ción de voluntad expresa o tácita (el silencio, p. ej.), que produce efec-
tos jurídicos -es creador de derechos y obligaciones inter partes (es 
heteronormativo, en la terminología kelseniana)- y que constituye 
una fuente del Derecho internacional 37 • Su apariencia formal carece 
de trascendencia; no es el Derecho internacional especialmente exigen-
te por cuanto respecta a la forma de sus actos jurídicos 38. Respecto 
de su validez, el principio general admitido es el de no adjudicarle 
ningún valor internacional, es decir el de su inoponibilidad a terceros 
en virtud del principio de independencia y soberanía de cada Estado; 
34. MIAJA DE LA MUELA, A., Los actos unilaterales en las relaciones inter-
1'!acionales, en REDI, XX, 1967, p. 429. 
35. Cfr. ibid., pp. 429431. 
36. Cfr. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., pp. 416417. 
37. Cfr. ibid., pp. 417418. 
38. «Pour ce qui est de la forme, il convient de noter que ce n'est pas 
la un domaine dans lequel le droit intemational impose de regles strictes ou 
spéciales. Qu'une déclaration soit verbale ou écrite, cela n'entraine aucune 
différence essentielle, car de tels énoncés faits dans des circonstances par-
ticulieres peuvent constituir des engagements en droit intemational san s avoir 
a etre consignés par écrih, Sentencia del Tribunal Internacional de Justicia 
de 20.XII.1974, cfr. «Recueil des Cours», 1974, p. 267, párr. 45. 
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obviamente, quiebra la regla general ante el consentimiento, expreso 
o tácito, de un Estado o Estados, diferentes del que lo produjo 39. En 
todo caso, es común criterio de la doctrina y jurisprudencia interna-
cionales señalar la obligación que generan respecto de su autor en 
orden a adoptar la actitud más coherente con la declaración unilateral 
emitida 40. Por eso, en ningún caso se trata de actos internacionalmente 
indiferentes, puesto que siempre afectan al Estado que los produce 
y, si lícitos y aceptados por terceros, despliegan sus efectos jurídicos 
también hacia éstos 41. 
Entre las posibles clases de los actos unilaterales de carácter inter-
nacional destacan la notificación, la promesa y el reconocimiento, la 
protesta, la renuncia, la reserva, y, de carácter tácito, el silencio 42. Nos 
detenemos en la consideración de aquellos más significativos, en la 
medida en que puedan servirnos para definir la naturaleza de la cláu-
sula unilatreal de la Santa Sede contenida en el párrafo 3.° del arto 
VI AJ. 
a. LA NOTIFICACION. De acuerdo con Miaja de la Muela, se 
trata de «un elemento integrante de los más importantes actos unila-
terales, esto es, de los que resultan de una declaración expresa, que 
10 mismo puede ser de voluntad que de sentimientos o de creencias, 
.aunque sólo sean las primeras las constitutivas de un negocio jurídico 
internacional» 43. Rousseau la define como un acto por el que se pone 
oficialmente en conocimiento de un tercero un hecho, una situación, 
una acción o un documento, del que pueden depender efectos jurídicos 
y que, desde entonces y en lo sucesivo, será considerado como jurídi-
<:amente conocido por sus destinatarios 44. Su papel principal es el de 
39. Cfr. CASTILLO DAUDI, M., Sobre la aplicabilidad de la teoría de los 
.actos unilaterales a los realizados por las Organizaciones internacionales, en 
RGU, LXXII, 1976, pp. 598 ss. 
40. Cfr. ibid., pp. 602 ss. 
41. Cfr. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., pp. 417-418. 
42. La doctrina no es unánime a la hora de hacer la clasificación. Mien-
tras · en la noción del Secretario General de las Naciones Unidas parece tener 
.cabida cualquier tipo (cfr. CASTILLO DAUDI, M., O.C., pp. 593-594), G. VENTURINI 
(La portée et les effets juridiques des attitudes a des actes unilateraux en Droit 
international, RCADI, 1964, II, pp. 431-432 Y 434) incluye expresamente las de-
<Claraciones y advertencias o avisos, E. SUY (Les actes juridiques unilateraux en 
Droit international, Geneve 1962, pp. 81-107), excluye a la notificación, y Rous-
:SEAU, Ch., Droit ... , O.C. pp. 419-420, parece desestimar la declaración y la 
:advertencia; seguimos más bien la clasificación crítica de este último autor, 
·que es la más común en la doctrina. 
43. O.C., p. 166. 
44. Droit..., O.C., pp. 421-422. En el mismo sentido ANZILOTTI, D., Cours de 
.Droit International, I, París 1929, pp. 346-347. 
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evitar que las mismas consecuencias puedan producirse por una volun-
tad tácita. Se trata, pues, de hacer pública la voluntad del notificante, 
para el que la notificación produce un efecto preclusivo -impedirle 
en el futuro alegar ignorancia-, y también para el destinatario noti-
ficado, en cuanto a la imposibilidad de pretender ignorar el contenido 
de la notificación; se coloca a este último en la alternativa de optar 
por el silencio -que podría ser entendido como asentimiento- o de 
realizar una protesta 4\ es decir declarar expresamente que no se re. 
conoce como legítima aquella pretensión, conducta o situación; sin la 
protesta, en su caso, debe entenderse la voluntad tácita del Estado 
notificado de aceptar lo contenido por la notificación, por cuanto-
aquélla tiene como elemento definitorio «la intención manifiesta de no-
considerar oponibles determinados hechos, actos o situaciones»~. 
Una cuestión importante se refiere a la naturaleza de la manifes-
tación unilateral en que consiste la notificación; más arriba se dijo que 
sólo las de voluntad son capaces de crear un negocio jurídico interna-
cional, ¿ qué efectos tendrán aquellas notificaciones que contienen ma-
nifestaciones de creencias o de sentimientos? Según Miaja de la Muela, 
este tipo de notificaciones -más propias de las Organizaciones inter-
nacionales que de los Estados- despliegan sus consecuencias en el 
campo de la Comitas Gentium (de la cortesía internacional), aunque 
no cabe excluir la posibilidad de que una de-claración de sentimientos 
lleve implícitamente consigo un cierto contenido de voluntad que pue-
da de alguna forma vincular al sujeto internacional que la hizo 47 . 
Que la cláusula 3.a del artículo VI del Acuerdo Jurídico pueda 
considerarse como una notificación desde el punto de vista del Dere.-
cho internacional, depende de una sola cosa: que se admita la posi-
bilidad de su inclusión en un tratado. Nosotros no vemos inconve-
nientes en que este tipo de acto unilateral dependa de las disposicio-
nes de un tratade _ siempre que se trate de una notificación de sen-
timientos o creencias y que, por tanto, no comporte estr~ctas obliga-
ciones de carácter normativo o contractual para la otra Parte contra--
tanteo Otras posibles virtualidades -de carácter interpretativo, p.ej., 
o aquéllas que se derivan sencillamente de la constatación de la decla-
ración de la Santa Sede- sólo dejarían de surtir efecto ante la pro-
testa del Estado español, manifestando no reconocerlas como legíti-
mas; el silencio de éste, y más su aquiescencia para que la cláusula 
figure entre las matrimoniales estipuladas, debe entenderse como-
asentimiento. 
45. Cfr. SERENI, A. P., Diritto internazionale, III, Milano 1962. 
46. CASTILLO DAUDI, M., O.C., p. 611. 
47. Introducción .. . , O.C., p . 169. 
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b. EL RECONOCIMIENTO. Se incluye el reconocimiento, junto 
a la promesa, entre los actos unilaterales creadores de obligaciones. 
En su sentido más común, se trata del acto por el que un Estado 
constata la existencia de ciertos hechos, de ciertos actos, de ciertas 
situaciones o de ciertas pretensiones, y expresa la intención de consi-
derarlas como legítimas, como creadoras de Derecho, es decir de esta-
blecer relaciones jurídicas posteriores en función de aquellos hechos, 
actos, situaciones o pretensiones reconocidos por él. Transforma en el 
Derecho internacional las situaciones de hecho en situaciones de De-
recho; en definitiva, viene a sustituir a la prescripción 48. 
Como cualquier otro acto jurídico unilateral, el reconocimiento 
puede ser tácito o explícito 49. En el caso del arto VI.3, nada impide 
que pueda considerarse el silencio del Estado español al respecto como 
un reconocimiento implícito, no sólo de l~ presencia de dicha cláusula 
en el Acuerdo -cuestión indubitable-, sino de otros posibles efectos 
que el hceho de su presencia pueda originar. Entre estos efectos no 
pueden considerarse los derivados de una estipulación -que no la 
hubo-, aunque sí los resultantes de la sola presencia reconocida de la 
cláusula, como pueden ser los relativos a una declaración de carácter 
interpretativo tácitamente admitida. 
Así como respecto de los actos unilaterales de un Estado, para 
otro Estado rige el principio de la no oponibilidad de aquéllos mien-
tras no se reconozcan, por lo mismo para este último es aplicable el 
principio de su no aprovechamiento: neque nocet, neque prodest. No 
puede aceptarse, por tanto, cualquier interpretación o utilización de 
la cláusula de la Santa Sede, en beneficio de las tesis que el Estado 
.:.:spañol ha mantenido unilateralmente a la hora de aplicar el sistema 
matrimonial acordado; en caso de duda sobre su significado, lo que 
procede es el común acuerdo en su resolución. 
y nada de esto obsta para que deba admitirse, en primer lugar, 
que es la propia Santa Sede con su declaración la que, antes de cual-
quier otra virtualidad de la cláusula, se obliga respecto de lo decla-
rado. Cualquier sujeto del Derecho internacional debe considerarse 
48. Cfr. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , O.C., p. 426. 
49. Un acto unilateral sí puede adquirir fuerza vinculatoria para otro 
Estado en tanto acepta tal vinculación por la expresión de su voluntad, ya 
sea por medio de una declaración explícita, ya a través de actos conclu-
yentes y aun del silencio. La voluntad presunta del que calla cuando debía 
y podía haber hablado exteriorizando una protesta, puede hacer oponible el 
acto unilateral de un Estado. Además, el hecho de que un Estado conozca 
el acto unilateral de otro puede dar lugar, si concurren ciertas circunstan-
cias, a que se le impute otro acto unilateral de aquiescencia -tácita, en su 
caso-, cfr. MIAJA DE LA MUELA, A., o.c., pp. 178-183. 
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ligado por sus actos unilaterales (y, por supuesto, bilaterales y multi-
laterales). De ahí el estoppel, fórmula británica que equivale a la obje-
ción perentoria oponible a la posición que en un proceso adopta una 
Parte en contradicción de sus propios actos, tácitos o expresos, sos-
tenidos antes o en la misma instancia. 
c. LA PROTESTA. Entre los actos unilaterales confirmativos de 
derechos, los más importantes son la protesta y la reserva. Con el 
primero se pretende salvaguardar o confirmar un derecho denegado 
o contestado; es la contrapartida del reconocimiento. Siempre facul-
tativa, la protesta no es jurídicamente necesaria, salvo cuando el si-
lencio pudiese equivaler a un asentimiento tácito. No existen formas 
cerradas: vale tanto una nota escrita, una verbal o una simple decla-
ración oral. Su principal efecto consiste en convertir en no oponible 
al Estado que la formula aquel estado de cosas o aquella declaración 
objeto de la protesta. Es regla comunmente admitida -y no falta 
jurisprudencia al respecto- que sólo es eficaz la protesta si, por no 
resultar tardía, no puede ser considerado el silencio anterior como 
una aceptación de aquel estado de cosas o de aquella declaración 50. 
d. LA RENUNCIA. Se define la renuncia como el acto unilateral 
de abandono de un derecho, una facultad, una pretensión o una recla-
mación. Todo su régimen jurídico internacional está informado por 
el principio de que la renuncia no se presume nunca 51. Traemos a 
colación este tipo de acto unilateral para salir al paso de cualquier 
interpretación que, ante la ausencia de una norma convencional en 
el Acuerdo Jurídico que salvaguarde expresamente la indisolubilidad 
del matrimonio canónico, haga suponer una renuncia de la Santa Sede 
a que tal propiedad esencial del matrimonio forma parte integrante 
del matrimonio acordado en las cláusulas primera y segunda del artícu-
lo VI. Tal interpretación no es posible, como tampoco lo es aquella 
otra que de lo mismo deduce una tolerancia respecto de la ley divor-
cista y su posible aplicación al matrimonio canónico. Ambas interpre-
taciones no sólo chocan con la regla general de la no presunción de la 
renuncia, sino también con la declaración explícita del V1.3, que, 
si en no pocos casos ha provocado opiniones doctrinales de aquel ta-
lante, lo ha sido desde posiciones menos científicas. Algún autor ha 
hablado de posibilismo de la Santa Sede a la hora de acordar con los 
distintos Estados el reconocimiento jurídico del matrimonio de los 
so. Cfr. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., pp. 427428. 
51. Cfr. ibid., pp. 428430. 
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católicos 52; compartimos la opinión, siempre que también se reconoz-
can otras dos cuestiones. La primera, que la Santa Sede adopta aquella 
actitud desde el convencimiento de su exclusiva competencia sobre 
esos matrimonios (ref. cc. 1059 y 1671), consciente de la misión que 
tiene de garantizar su integridad y ante las trabas que encuentra para 
que los Estados reconozcan llanamente aquellas competencias. En 
segundo lugar, si no se pierde de vista el fin último que guía tanto a 
la Iglesia o a la Santa Sede, como a su Derecho: la salus animarum,' 
desde esta perspectiva el «posibilismo» adquiere luces nuevas, y, como 
ya se ha señalado, en ocasiones -y nos parece que es el caso del arto 
V1.3 AJ- llega a resultar preceptivo para el «negociador» eclesiástico. 
Se trata de una cuestión de valores, y el precio de los que la Santa Sede 
tiene entre manos cuando estipula con los Estados sobre el matrimo-
nio, bien vale el aprovechamiento de las posibilidades que el Derecho 
le proporciona, para la consecución de sus fines. 
e. EL SILENCIO. Si algo puede afirmarse con rotundidad res-
pecto de la cláusula del párrafo tercero del artículo VI del Acuerdo 
sobre Asuntos Jurídicos, es la ausencia de silencio por parte de la 
Santa Sede. Prácticamente la unanimidad de los autores hablan de 
una «declaración unilateral de la Santa Sede»; la Iglesia -al margen 
la peculiariedad y los efectos jurídicos de la cláusula- ha hablado. 
A Ella le son aplicables, pues, las consecuencias que los actos unilate-
rales tienen en el Derecho de los · tratados internacionales para el que 
los hace. 
Sin embargo, desde otro punto de vista, el silencio --como ya 
hemos podido comprobar- puede referirse al Estado español. En la 
teoría internacional de los actos unilaterales -sin duda por influen-
cia del Derecho privado- el silencio constituye una modalidad par-
ticular de expresión de la voluntad que, en ocasiones, puede significar 
afirmación. A diferencia del Derecho interno, en el Derecho interna-
cional no están reglamentados los casos precisos en que el silencio 
equivale a manifestación tácita de voluntad; en el Derecho intema-
cional, el principio contrario ha prevalecido en razón de la naturaleza 
propia de las relaciones internacionales y de la libertad de los Estados 
en cuanto al modo de manifestar su voluntad; así pues, la aplicación 
de la regla qui tacet consentire videtur no es ni general ni automática. 
El silencio debe ser de algunas forma cualificado para que pueda in-
terpretarse como consentimiento 53. ¿Y acaso no es suficiente cualifi-
52. Cfr. REINA, V., El sistema ... , O.C., p. 340. 
53. Cfr. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , O.C., pp. 430-432. 
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cación la ausencia de protesta? 54 ¿No es posible acaso interpretar el 
silencio del Estado español como un consentimiento tácito? En cuan-
to a la presencia de la cláusula en el Acuerdo, sin duda la respuesta 
es afirmativa, pero ¿y respecto de su contenido? «La practique con-
ventionnelle et jurisprudentielle consacre l'idée que le silence doit 
etre interprété comme un consentement toutes les fois OU celui-ci pour-
rait etre considéré ( .. . ) comme une reconnaissance des droits de la 
Partie adverse. Le silence a la portée d'un assentiment tacite 10rsqu'iI 
se manifeste a propos de la notification et meme de la simple notoriété 
d'un fait concernant les droits, prétentions ou intérets d'un Etat déter-
miné, Iorsque cet Etat aurait pu et du réagir pour éviter certaines con-
séquenGes juridiques découlant a son encontre du fait précité» 55. ¿Aca-
so puede alegarse falta de notoriedad -en caso de no admitirse como 
notificación el arto V1.3- en este caso? ¿No ha reivindicado y reivin-
dica la Iglesia la propiedad de la indisolubilidad para los matrimonios 
de sus fieles? ¿No consta su explícita protesta respecto de la interpre-
tación que la jurisprudencia y el gobierno italianos hicieron del re-
conocimiento de los efectos civiles al matrimonio canónico? ¿ Qué po-
dría significar la cláusula tras aquella protesta y su propia letra, sino la 
pretensión de que la indisolubilidad sea amparada civilmente y forme 
parte del matrimonio que se estipula con el Estado? 
f. LAS RESERVAS A LOS TRATADOS. Sólo nos resta para ter-
minar, aludir brevemente a las reservas a los tratados. De la no-
ción de reserva bien podría calificarse como tal la cláusula del 
arto V1.3: «Llámase reserva a la declaración hecha por un Estado sig-
natario para indicar que entiende excluir una determinada disposición 
del tratado o que pretende modificar su alcance o atribuirle un sentido 
determinado. Es, por así decirlo, una estipulación derogatoria de la re-
glamentación convencional» 56. Si se entiende que la presencia de la 
54. Considera ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., pp. 430-431, que sólo en un caso 
la ausencia de protesta es indiferente respecto de los posibles efectos del 
silencio: cuando se dispone de los derechos de un tercer Estado por acuerdo 
secreto. 
55. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., p. 431. 
56. ID., Derecho Internacional ... , O.C., p. 46. Más completa es esta otra 
definición del mismo autor en Droit.. ., o.c., p. 119: «est une déclaration faite 
par un Etat, lors de la signature au de la ratification d'un traité, de l'adhésion 
a celui-ci ou de. l'acceptation d 'une disposition se rattachant a un traité anté-
rieur, par laquelle cet Etat énonce sa volonté: 1.0) d'exclure, a son égard, cer-
taines dispositions de cet acte; 2.0 ) ou de ne pas accepter certaines obligations 
qui en résultent; 3.°) ou de préciser le sens qu'il entend attacher aux dispo-
sitions de cet acte ou a certaines d'entre elles». ANZILOTTI las define como 
ciertas cláusulas por las que un Estado o varios declaran que «aceptan de-
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cláusula obedece a que en las negociaciones concordatarias el Estado 
español no estipuló, ni quiso hacerlo, un reconocimiento íntegro del 
matrimonio canónico o, en otros términos, si, a la vista de un poste-
rior desarrollo legislativo divorcista del término «disolución» del arto 
32.2 CE, el Estado pretendió no excluir al matrimonio canónico de la 
futura ley de divorcio, la Santa Sede, en desacuerdo con tal recono-
cimiento, y conforme a los usos del Derecho internacional, pudo y de-
bió formular expresamente su reserva, tal y como figura, por ejem-
plo, en el arto VI.3 57. 
De poder calificar como reserva a la mencionada cláusula, resul-
taría derogada la estipulación convencional de los párrafos primero 
y segundo del arto VI en todo aquello que contradijera «las normas 
canónicas» que regulan el matrimonio y, «en especial, sus propiedades 
esenciales». La reserva, en este caso, no sólo evitaría la posible inter-
pretación «a la italiana» del reconocimiento de los efectos civiles, sino 
también la consideración del mismo reconocimiento en su sentido 
minimalista, es decir comprendiendo sólo la forma o rito de celebra-
ción matrimonial. 
Esta posibilidad parece chocar, sin embargo, con dos inconvenien-
tes. El primero, por cuanto la letra de las normas convenidas referen-
tes al matrimonio, en su amplitud, no forzaban una concreta y única 
terminadas condiciones solamente dentro de ciertos límites y con ciertas mo-
dalidades, y atribuyéndoles un sentido determinado y no otro» (citado por 
M. DtEz DE VELASCO, El sexto dictamen del Tribunal Internacional de Justicia: 
las reservas a la Convenci6n sobre el Genocidio, en REDI, IV, 1951, pp. 1029-
1089). M. DtEz DE VELASCO, o.c., p. 1032, distingue -como hace la generalidad 
de la doctrina- entre reservas de exclusión de cláusulas y reservas meramen-
te intepretativas; en la p. 1035, señala el autor cuál es el fundamento teórico 
de las reservas: la soberanía de cada una de las Partes contratantes del Tra-
tado y una consecuencia de la misma posibilidad de no ratificar un convenio 
previamente firmado; vid. también, del mismo autor, Instituciones de Dere-
cho Internacional Público, 1, Madrid 1980. 
57. La previsión es facultad propia del bonus pater familias (cfr. VERPLAET-
SE, J. G., o.c., p. 131). Contra la opinión de que la previsión de la futura ley de 
divorcio española debió haber originado otra actitud de la Santa Sede, o que 
el mismo hecho permite adjudicar al arto VI.3 AJ una interpretación pro to-
lerancia del divorcio por parte de la Iglesia, se alza la propia declaración, en 
la medida que también admite poder ser calificada de Notificación, reser-
va, etc.; también, la constante interpretación de la Iglesia de la fórmula del 
«reconocimiento de los efectos civiles al matrimonio canónico», y el propio 
régimen jurídico sobre el matrimonio, positivizado en el CIC. y ahí está el 
principio rebus sic stantibus que, como se vio (ref. nota 31 y texto al que se 
remite), obliga, en caso de previsión de los cambios de circunstancias futuras, 
a incluir una cláusula ad hoc, en este caso, la declaración unilateral de la 
Santa Sede del arto VI.3 AJ. 
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interpretación posible; tampoco desde el marco constitucional del 
sistema, aunque resultara posible, la interpretación venía exigida en 
una determinada dirección; no existía en España, por otro lado, una 
ley divorcista, ni ésta era exigida por la norma fundamental; la reserva 
de la Santa Sede hubiera cabido de haberse firmado el Concordato ri-
giendo en España una legislación divorcista aplicable a todo matrimo-
nio. No parecen poder deducirse de las estipulaciones matrimoniales 
concordadas tan importantes restricciones a la competencia de la Igle-
sia que no hubieran podido caber entre las que la Santa Sede, en los 
Concordatos contemporáneos, venía consintiendo que el Estado re-
gulara 58. 
Un segundo inconveniente parece obstar para que la cláusula de 
que tratamos pueda configurarse como reserva. Se trata de la exclu-
sión de este tipo de actos unilaterales en los tratados de naturaleza 
bilateral; entienden la doctrina y la jurisprudencia internacionales que 
las reservas chocan con la esencia misma que la bilateralidad de un 
tratado comporta, ya que este tipo de tratados constituye un verdadero 
contrato sinalagmático, en el que las Partes contratantes definen sus 
precisas obligaciones y contraprestaciones. Siendo esto así, la reserva 
de una de las dos Partes habría de interpretarse como una negativa a 
asumir alguna de las obligaciones convenidas, junto a la oferta de una 
nueva negociación. Sólo una excepción haría aceptable la reserva en 
este caso: la expresa aceptación del otro Estado contratante 59. Una 
vez más, nos encontramos, pues, ante la necesidad de la aceptación 
expresa de este tipo de cláusulas de salvaguardia con vistas a su opo-
nibilidad; y, otra vez, repetimos que la misma ratificación del Acuerdo 
Jurídico sin que constara protesta alguna del Estado español -sin ser 
expresamente rechazada por él la declaración de la Santa Sede-, 
no puede desconocerse a la hora de precisar el alcance de la cláusula. 
¿No constituye acaso la ratificación solemne de un tratado interna-
cional expresión suficiente acerca de todo su contenido? ¿No debería 
haber sido el Estado español el que, en disconformidad con la men-
58. Ref. Nota Verbal de la Santa Sede al Gobierno italiano de fecha 13 de 
junio de 1970, en lo relativo a la interpretación de los efectos civiles. 
59. Droit ... , O.C., p. 122: « ... au contraire, on se trouve en présence d'une 
véritable convention synallagmatique mettant a la charge des parties con-
tractantes des obligations précises et dans laquelle la prestation de l'un des 
signataires forme la contrepartie naturelle de la prestation de l'autre co-con-
tractant. Des lors une ratification assortie de réserves est inconcevable, car 
elle ne peut s'interpréter (comme l'a jadis démontré l'auteur suisse Rivier) 
que comme un refus de ratifier accompagné d'una nouvelle de négocier. Elle 
n'a de valeur que si l'autre contractant y donne son acceptation expresse». 
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cionada declaración de la Santa Sede, debiera haber formulado la 
reserva para no considerarse obligado por ella en ningún caso? 60. 
Entre los diversos tipos de reservas se cuenta la denominada de-
claración interpretativa 6\ que tiene por objeto, precisamente, deter-
minar el alcance que un Estado entiende dar a una disposición conven-
cional. En este sentido, el arto VI.3 vendría a precisar el significado 
de lo convenido en los párrafos 1.° y 2.° No surte efectos jurídicos si, 
de algún modo, no consta la aceptación de la otra Parte contratante 
dei tratado, por lo que vale lo dicho supra 62. 
Por cuanto a las normas internacionales se refiere, la Sección 2 
de la Parte 11 del Convenido de Viena sobre el Derecho de los Trata-
dos lleva por título «Reservas». Este Convenio -de fecha 23.V.1969-
ha podido ser calificado por Reuter como «Tratado de tratados» 63, 
pues en él se contienen las disposiciones a que deben ajustarse todos 
«los tratados entre Estados» (art. 1). Por decisión adoptada en el deci-
mocuarto período de sesiones de la Comisión de Derecho Internacio-
60. «L'acceptation des cocontractants peut etre express e au tacite. Elle 
est tacite lorque les autres contractants signent ou ratifient sans objection 
l'acte de dépot des ratifications dans lequel la réserve est consignée. Elle pré-
sente nécessairement ce caractere de la part des Etats adhérents a un traité 
signé ou ratifié sous réserve par lescontractants originaires: le silence de 
l'adhérent vaut ici acquiescement aux réserves antérieurment formulées», 
ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., p. 123. 
61. Cfr. ROUSSEAU, Ch., Droit..., oc.c., p. 120. Respecto de este tipo de cláu-
sulas escribe YASEEN: «11 convient de preter une attention particuliere aux 
clauses interprétatives dont la pratique devient de plus enplusfréquente au 
fur et a mesure que se développent et se diversifient les relations conventio-
nelles entre las Etats. Ces clauses ont pour objet de définir un terme techni-
que, de donner a un terme un sens particulier, de limiter la portée d'une ex-
pression. Elles modelent pour ainsi dire le langage employé, pour lui permettre 
de mieux refléter l'intention commune des parties. Les clauses interprétatives 
rendent le traité plus précis et contribuent ainsi a la sécurité des relations 
conventionnelles en permettant d'éviter des conflits probables d'interpréta-
tion. Beaucoup de traités contiennent, sous diverses dénominations, des clau-
ses interprétatives ... », L'Interprétation des traités d'apres la Convention de 
Viene sur le droít des traités, en «Recueil des Cours», 1976, III, vol. 151, p. 34. 
62. Este tipo de reserva ha sido utilizado en muchas ocasiones en la prác-
tica internacional: cfr. YASEEN, M. K., o.C., p. 35. ROUSSEAU, Ch., Droít .. . , O.C., 
pp. 120 ss., cita uno de los más recientes casos: la Repúblicia Federal de Ale-
mania, en el momento de la ratificación del Tratado de cooperación franco-ale-
mana de 22-1-1963, a través del Bundestag votó el 16-V-63 -al mismo tiempo 
que autorizó la ley de ratificación- una resolución interpretativa bastante ex-
trañamente calificada de «preámbulo», en la que se afirmaba la compatibilidad 
de este tratado y el de la OTAN, además de los concluidos con las Comunida-
des Europeas. La misma técnica ha sido utilizada por Francia en muy di-
versas ocasiones. 
63. La Conventíon de Víenne sur le droit de Traités, Paris 1970, p. 10. 
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nal, se excluyeron de su aplicabilidad los tratados celebrados entre 
Estados y otros sujetos del Derecho internacional 64; sin embargo, 
conforme al n. 3 del Acta Final de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho de los Tratados, figura la Santa Sede repre-
sentada -junto a 110 Estados- en el período de sesiones que se 
celebró del 9 de abril al 22 de mayo de 1969 65; en el n. 4 se resuelve 
por la Asamblea General invitar a los Organismos internacionales es-
pecializados y Organizaciones intergubernamentales interesadas: la 
Santa Sede no figura entre ellos. Por otro lado, al Acta Final de la 
Convención se añaden tres Resoluciones, entre las que, la relativa al 
arto 1, «Recomienda a la Asamblea General de las Naciones Unidas 
que encargue a la Comisión de Derecho Internacional el estudio, en 
consulta con las organizaciones internacionales principales, de la cues-
tión de los tratados celeberados entre Estados y organizaciones inter-
nacionales o entre dos o más Organizaciones internacionales». Sin 
embargo, todos los indicios apuntaban a que la Santa Sede no quedaba 
incluida entre los sujetos del Derecho internacional a los que se refe-
ría la Resolución, y era considerada como Estado a todos los efectos 66 
cuestión que se cerró de modo afirmativo el 30 de abril de 1970 cuando 
la Santa Sede firmó la Convención en la sede de las Naciones Unidas. 
Teniendo en cuenta que el Acuerdo sobre Asuntos Jurídicos entre 
España y la Santa Sede se firmó en enero de 1979, las disposiciones 
de la Convención de Viena le afectan de lleno. Pero veamos las más 
significativas respecto de las reservas 67. 
Las reservas pueden formularse «en el momento de firmar, rati-
ficar, aceptar o-aprobar un tratado o de adherirse al mismo, a menos: 
a) que la resrva esté prohibida por el tratado, 
b) que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse 
. determinadas reservas, entre las cuales no figure la reser-
va de que se trate, o 
c) que en los casos no previstos en los apartados a) y b), la 
64. Cfr. ESPADA, M. L., El Convenio de Viena sobre el Derecho de los Tra-
tados, Granada, 1974, p. 7. Cfr. también, AGO, R., Droit des traités a la lumiere 
de la Convention de Vienne, en «Recueil des Cours», 1971, III, vol. 134. 
65. La Santa Sede participó activamente en los períodos de sesiones, co-
mo consta en las Actas correspondientes. Así lo confirma, por otra parte, la 
declaración de su representante -M. Dupuy- a la Conferencia de Viena res-
pecto de las disposiciones de ius cogens y el Derecho natural, cfr. REUTER, P., 
O.c., p. 85 Y Documentos oficiales, I Sesión, p. 280. 
66. Cfr. ESPADA, M. L., a.c., p. 22. 
67. Parte II, Sección 1.", arts. 19 a 23 de la Convención. 
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reserva sea incompatible con el objeto y el fin del tra-
tado» (art. 19). 
La cláusula contenida en el arto VI.3 Al se formula a tiempo y sin 
contravenir ninguno de los casos que harían ineficaz su presentación. 
Por otro lado, el Estado español no formula reserva alguna al respecto 
-pudiendo haberlo hecho- en ninguno de los momentos previstos 88. 
En el párrafo 5.° del arto 20 «<Aceptación de las reservas y objeción 
a las reservas») se dispone que 
«Para los efectos de los párrafos 2 y 4, Y a menos que el 
tratado disponga otra cosa, se considerará que una reserva 
ha sido aceptada por un Estado cuando éste no ha formulado 
ninguna objeción a la reserva dentro de los doce meses si-
guientes a la fecha en que haya recibido la notificación de la 
reserva o en la fecha en que haya manifestado su consenti-
miento en obligarse por el tratado, si esta última es poste-
rior»69. 
68. Propiamente, el arto VI.3 Al forma parte de las disposiciones del 
Tratado, y no se formula expresamente en ninguno de los momentos a que 
se refiere el arto 19. No obstante, cabe considerar esta cláusula como una 
reserva en el momento de la firma: «un premier type de réserves englobe 
celles qui sont formulées lors de la signature du traité, soi dans le traité 
,lui-meme, soit dans un instrument annexe», ROUSSEAU, Ch., Droit ... , a.c., p. 121. 
Este tipo de reservas tiene, además, la ventaja de «exclure toute suprise» 
(ibid.). 
69. El resto del artículo 20 dice: «1. Una reserva expresamente autorizada 
por el tratado no exigirá la aceptación ulterior de los demás Estados contra-
tantes, a menos que el tratado así lo disponga. 2. Cuando del número reduci-
do de Estados l1egocjadores y del objeto y del fin del tratado se desprenda 
que la aplicación del tratado en su integridad entre todas las partes es con-
dición esencial del consentimiento de cada una de ellas en obligarse por el 
tratado, una reserva exigirá la aceptación de todas las partes. 3. Cuando el ~ 
tratado sea un instrumento constitutivo de una organización internacional 
y a menos que en él se disponga otra cosa, una reserva exigirá la aceptación 
del órgano competente de esa organización. 4. En los casos no previstos en 
los párrafos precedentes y a menos que el tratado disponga otra cosa: a) la 
aceptación de una reserva por otro Estado contratante constituirá al Estado 
autor de la reserva en parte en el tratado en relación con ese Estado si el 
tratado ya está en vigor o cuando entre en vigor para esos Estados; b) la 
objeción hecha por otro Estado contratante a una reserva no impedirá la en-
trada en vigor del tratado entre el Estado que haya hecho la objeción y el 
Estado autor de la reserva, a menos que el Estado autor de la objeción ma-
nifieste inequívocamente la intención contraria; c) un acto por el que un Es-
tado manifieste su consentimiento en obligarse por un tratado y que contenga 
una reserva surtirá efecto en cuanto acepte la reserva al menos otro Estado 
contratante». 
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Por lo que no habría obstáculos para considerar aceptada por el 
Estado español la reserva formulada por la Santa Sede en el arto 
VI.3 AJ. 
El arto 21 trata de los «Efectos jurídicos de las reservas y de las 
objeciones a las reservas»: 
«1. Una reserva que sea efectiva con respecto a otra parte 
en el tratado, de conformidad con los arts. 19,20 Y 23: 
a) modificará con respecto al Estado autor de la reserva 
en sus relaciones con esa otra parte las disposiciones del tra-
tado a que se refiera la reserva en la medida determinada por 
la misma; y 
b) modificará, en la misma medida, esas disposiciones eh 
lo que respecta a esa otra parte en el tratado en sus relaciones 
con el Estado autor de la reserva. 
2. La reserva no modificará las disposiciones del tratado 
en lo que respecta a las otras partes en el tratado en sus re-
laciones inter se. 
3. Cuando un Estado que haya hecho una objeción a una 
reserva no se oponga a la entrada en vigor del tratado entre 
él yel Estado autor de la reserva, las disposiciones a que se 
refiera ésta no se aplicarán entre los dos Estados en la medida 
determinada por la reserva». 
De acuerdo con esta norma, la cláusula de salvaguardia contenida 
en el arto VI.3 Al modificaría con respecto a la Santa Sede, en sus 
relaciones con el · Estado español, las disposiciones contenidas en los 
párrafos 1.0 y 2.° del mismo artículo en la medida determinada por 
aquélla, es decir impidiendo cualquier otra interpretación o aplicación 
(las reservas pueden tener la naturaleza de actos-condición: recuérdense 
,las citadas declaraciones interpretativas) que no se ajustara a lo for-
mulado en la declaración (ref. arto 21, 1, a); modificaría las mismas 
disposiciones en lo que respecta al Estado español «en sus relaciones 
con el Estado autor de la reserva», es decir la Santa Sede (ref. arto 21, 
1, b). En definitiva -como apunta Rousseau refiriéndose precisamente 
a las reservas en los tratados bilaterales-, «la determinación de los 
efectos jurídicos de la reserva es simple. Si es aceptada, se integra 
en el tratado como una nueva disposición convencional; si es recha-
zada por la otra Parte, el tratado no puede concluirse por falta de 
acuerdo de voluntades» 10. 
70. Droit ... , O.C., p. 124. 
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El artículo 22 -«Retiro de las reservas y de las objeciones a 
las reservas»- no sería de aplicación al caso 71; el 23-«Procedimiento 
relativo a las reservas»- sí que afectaría a la consideración como 
reserva del arto VI.3 Al: 
«1. La reserva, la aceptación expresa de una reserva y la 
objeción a una reserva habrán de formularse por escrito y co-
municarse a los Estados contratantes y a los demás Estados 
facultados para llegar a ser partes en el tratado. 
2. La reserva que se formule en el momento de la firma 
de un tratado que haya de ser objeto de ratificación, acepta-
ción o aprobación, habrá de ser confirmada formalmente por 
el Estado autor de la reserva al manifestar su consentimiento 
en obligarse por el tratado. En tal caso, se considerará que la 
reserva ha sido hecha en la fecha de su confirmación. 
3. La aceptación expresa de una reserva o la objeción he-
cha a una reserva, anteriores a la confirmación de la misma, 
no tendrán que ser a su vez confirmadas. 
4. El retiro de una reserva o de una objeción a una reserva 
habrá de formularse por escrito». 
Respecto del párrafo primero, comenta la doctrina que en todo 
caso, el requisito de que las reservas consten por escrito -como su-
cede en el casó del VI.3 Al-excluye las reservas tácitas: «serait d'ail-
leurs un non-sens, en vertu du principe qu'une stipulation dérogatoire 
ne se présume jamais» 72. La Santa Sede, por otro lado, con la firma 
solemne del Acuerdo con el Estado español ratificó formalmente la 
reserva formulada (ref. párrafo segundo). El párrafo tercero habla 
de «aceptación expresa de una reserva»; efectivamente, no consta que 
el Estado español aceptase «expresamente» la reserva de la Santa Sede 
ni antes ni en el momento de la firma; ya vimos, sin embargo, que el 
arto 20.5 prevé la posibilidad de reservas tácitas, con lo que habrá de 
suponerse que la confirmación en ningún caso es preceptiva, como, 
71. Artículo 22: «1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una reserva 
podrá ser retirada en cualquier momento y no se exigirá para su retiro el 
consentimiento del Estado que la haya aceptado. 2. Salvo que el tratado dis-
ponga otra cosa, una objeción a una reserva podrá ser retirada en cualquier 
momento. 3. Salvo que el tratado disponga o se haya convenido otra cosa: 
a) el retiro de una reserva sólo surtirá efecto respecto de otro Estado con-
tratante cuando ese Estado haya recibido la notificación; b) el retiro de una 
objeción a una reserva surtirá efecto cuando su notificación haya sido recibi-
da por el Estado autor de la reserva,.. 
72. ROUSSEAU, Ch., Droit ... , o.c., p. 123. 
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por otro lado, se desprende de la letra del párrafo que comentamos. 
De acuerdo con el último párrafo de este arto 23, sí es en cambio pre-
,ceptivo que una objeción a la reserva figure por escrito, condición 
no verificada en nuestro caso. 
Nos parece que las objeciones arriba señaladas para poder cali-
ficar como reserva a la cláusula unilateral de la Santa Sede, pueden 
cSer obviadas si se considera: 1) que es del tipo de las denominadas 
declaraciones o reservas interpretativas y no estrictamente derogato-
rias; 2) que, en cuanto tal, debe interpretarse como un acto-condición 
y, por tanto, no desplegaría sus virtualidades sino ante una interpreta-
ción-aplicación en contra de 10 dispuesto por ella; 3) que la acepta-
dón del Estado español fue tácita por cuanto firmó, aprobó y ratificó 
el Acuerdo Jurídico sin que, a su vez, formulara protesta o reserva 
alguna en contrario; 4) que, al no haber sido objeto de reserva o pro-
testa, quedó integrada en el Acuerdo como una nueva disposición con-
vencional, y 5) que la propia letra de la Convención de Viena no excluye 
1as reservas a los tratados bilaterales, en contra de la opinión gene-
ralizada de la doctrina 73. 
Conclusión 
Aparte otras posibles consideraciones, la cláusula del párrafo ter-
,cero del artículo VI del Acuerdo Jurídico entre la Santa Sede y España 
forma parte de las disposiciones matrimoniales de un Concordato -un 
73. No se hace una exclusión formal de las mismas en el sentido de negar 
'su posibilidad (el propio ·ROUSSEAU las admite: vid. Droit ... , a.c., p. 124). En 
todo caso, no pueden rechazarse si la Parte que no las formula de alguna ma-
nera las consiente. Respecto de la Convención de Viena para el Derecho de 
los Tratados, tampoco excluye las reservas a los Tratados bilaterales, al me-
nos en la letra de sus disposiciones, como explica RUDA, J. M., Reservations to 
treaties, en «Recueil des Cours», 1975, III, vol. 146, pp. 109-110: «A bilateral 
treaty is, in essence, an agreement by both parties to each and every provi-
sion of the treaty. The formulation of a reservation by one of the two parties 
reveals an intention on the part of the reserving State to change or invalidate 
the clause in question, and amounts to formulating a new offer to be nego-
tiated. As the International Law Commission pointed out in its comments on 
the draft articles on reservations: CA reservation to a bilateral treaty presents 
no problem, because it amounts to a new proposal reopening the negotiations 
between the two States concerning the terms of the treaty. If th~y arrive at 
.an agreeement -either adopting or rejecting the reser.vation- the treaty will 
be concluded; ti not, it will fall to the ground'. In the course of the Vienna 
<Conference several delegations, such as China, Chile and Hungary, proposed 
the addition of the word «multilateral» before the word «treaty» in Article 2, 
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tratado internacional-, 10 cual permite que no sólo su interpretación 
sino también sus posibles virtualidades jurídicas sean estudiadas des-
de las normas que rigen el Derecho de los Tratados. 
A primera vista, destaca en este sentido su atipicidad y su carácter 
de cláusula materialmente no convencional. Le resultan, sin embargo, 
aplicables en toda su extensión las reglas y usos internacionales sobre 
interpretación de los tratados, máxime al quedar incluida en el pro-
cedimiento interpretativo estipulado por las Partes en el arto VII del 
propio Acuerdo Jurídico. Conforme a aquellas normas, carece de opo-
nibilidad la interpretación interna y unilateral (la operada por España 
a la hora de concretar el marco del sistema matrimonial en la reforma 
del Código Civil), y sólo se califica de auténtica la que las Partes 
contratantes realizan de común acuerdo (precisamente la prevista en 
el referido arto VII Al). Otras normas de interpretación internaciona-
les apuntan, de uno u otro modo, al respecto del principio de la 
buena fe. 
Cuando se imponía una interpretación auténtica de las cláusulas 
concordadas -también del arto VI.3-, no hizo el Gobierno español 
gala de su compromiso pactado ni de aquel principio general, proce-
diendo a la interpretación y aplicación unilaterales de las que resultó 
.el actual Título IV, Libro 1, del Código Civil. 
La función normal de toda interpretación consiste en descartar 
cualquier dificultad que pueda surgir en el trance de la ejecución y 
aplicación de un tratado; conseguir que el acuerdo sea susceptible de 
paragraph 1 (d). During the debate it was observed by theses delegations that 
reservation could only be made to multilateral treaties, because in the case of 
bilateral treaties a reservations was only an offer to conclude a new treaty, 
,as the Intemational Law Commission had maintained in its comments. These 
proposed amendments were not accepted. Moreover, the words «to multilateral 
treaties» were deleted in the title of Section 2 of Part 11 of the Convention, so 
that the title simply reads «Reservations», bacause the adjective «multilateral» 
was not used to modify the noun «treaty» in the definition of a reservation 
:given an Article 2, paragraph 1 (d). The intention oi the Conference, according 
to the President oi the drafting committee, was «not to prejudice the question 
of reservations to bilateral treaties». Notwithstanding this intention, it is very 
·clear that the Vienna Convention refers to reservations to multilateral treaties 
in its Section 11, for the reasons expressed by the Intemational Law Commis-
sion, as quoted above. The President ob the Conference, stated in unambiguous 
terms that «the procedures laid down in the articles on reservations that the 
'Conference had considered were not applicable to bilateral treaties». This sta-
tement was not challenged and the Conventions has no provisions regarding 
reservations to bilateral treaties. These are the reasons why the present course 
is devoted to reservations to multilateral treaties». Una vez más habrá de es-
tarse a la mens legis: poco importa la mens legislatorissi no quedó plasmada 
-en el texto legal. 
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la aplicación más congruente con la voluntad de las Partes contra-
tantes 74. No es una operación fácil, y siempre requiere para poder 
llegar a buen término «l'equité et la bonne foi, c'est-a-dire des catégo-
ries extra-juridiques» 75: es ésta una afirmación incontestada a lo largo 
de los siglos por la unanimidad de los tratadistas del Derecho inter-
nacional. La interpretación requiere también «l'esprit de fines se plus 
que l'esprit de géométrie; elle fait appel a l'intuition plus qu'a la tech-
nique. 11 y a un art de l'interprétation ... » 76. Cuando la ley positiva se 
impone, cuando la fuerza sustituye a la comitas gentium, cuando, en 
fin, se hace caso omiso de los requerimientos a la observancia de lo 
estipulado en orden a realizar la auténtica interpretación de un trata-
do 77, sólo queda «callar o marcharse» 78. La Santa Sede nunca ha de-
nunciado un tratado -un Concordato-; cuenta con el tiempo, con 
la eficacia de su doctrina y, también, con aquel «posibilismo» bien 
entendido a que le obliga el fin que persigue. 
Sin dar por sentada una supuesta voluntad de las Partes, desde 
la misma mens legis y las normas internacionales sobre los tratados, 
no es despreciable el carácter unilateral de la cláusula, ya que no 
faltan instituciones tradicionalmente reconocidas en el Derecho inter-
nacional público de esa misma naturaleza. En este sentido, el artículo 
VI.3 puede considerarse como notificación o reserva; en ambos casos, 
sus efectos jurídicos se afirmarían desde el reconocimiento tácito del 
Estado español a que la cláusula se incluyese en el Acuerdo, junto a 
la ausencia de su protesta y, en todo caso, a su silencio. Se constata, 
igualmente, que conforme a la práctica y normas internacionales, nun-
ca la renuncia se presume; en este sentido, caen las interpretaciones 
del arto VI.3 como una renuncia de la. Santa Sede a que la indisolubi-
lidad se vea amparada por la ley civil. 
El actual mecanismo de las reservas a los tratados, dispuesto en 
la Convención de Viena de 1969 -que firmaron tanto el Estado español 
como la Santa Sede-, permite del mismo modo, con algunos mati-
ces, configurar como tal a la cláusula española; de acuerdo con esta 
74. Cfr. V. D. DEGAN, O.C., p. 162. 
75. Ibid., p. 163. 
76. Ch. DE VISSER, Nederlands ti;dschrift voor Internationaal Recht, 1959, 
p. 390, cit. por V. D. DEGAN, o.c., p. 164. 
77. Nos referimos a las Notas Verbales de la Nunciatura de la Santa 
Sede en Madrid al Gobierno español, en el transcurso de los debates parla-
mentarios sobre la ley de divorcio, urgiendo la puesta en práctica de lo esti-
pulado en el arto VII Al sobre la interpretación auténtica de sus disposiciones. 
78. En términos de P. CIPROTTI, «prenderne atto», Tecnica legislativa e 
stile diplomatico nel Concordato e nel progetto di revisione, in «I! Diritto Ecc1e-
siastico», 1977, p. 119, citado por O. FUMAGALLI, o.c., p. 277. 
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posible interpretación, el VI.3 resultaría una reserva de carácter in-
terpretativo y no estrictamente derogatoria, semejante a los actos-
condición, que desplegaría sus virtualidades ante la interpretación-
aplicación del Estado español en contra de lo dispuesto por ella. 

